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XX CONFERENCIA INTERAMERICANA DE

OEA/Ser.K/XII.20.1
MINISTROS DE TRABAJO (CIMT)
CIDI/TRABAJO/doc.21/17

7 y 8 de diciembre de 2017
8 Diciembre 2017

Bridgetown, Barbados
Original: español
DECLARACIÓN CONJUNTA DEL CONSEJO SINDICAL DE ASESORAMIENTO TÉCNICO (COSATE) Y LA CONFEDERACION SINDICAL DE LAS Y LOS TRABAJADORES DE LAS AMERICAS (CSA)

(Acordada en la Reunión de COSATE, celebrada el 7 de diciembre de 2017)
El movimiento sindical de las Américas, representado por su organización continental, la Confederación Sindical de Trabajadoras y Trabajadores de las Américas (CSA) y el Consejo Sindical de Asesoramiento Técnico (COSATE), reunidos en ciudad de Ciudad de Bridgetown - Barbados, el día 7 de diciembre de 2017 adoptan esta Declaración ante la XX Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo.

Saludamos la realización de esta Conferencia que se desarrolla bajo el lema “CONSTRUYENDO SOBRE NUESTROS LOGROS Y AVANZANDO HACIA LA JUSTICIA SOCIAL, EL TRABAJO DECENTE Y EL DESARROLLO SOSTENIBLE EN LAS AMERICAS”,  y reafirmamos nuestra lucha inquebrantable  por el ejercicio pleno de la libertad sindical, el derecho a la negociación colectiva, a la organización, a la movilización y la huelga, así como nuestro compromiso con los principios de solidaridad y cooperación, el tripartismo como método de consolidación de la democracia, la justicia social, los derechos humanos, los derechos laborales y el desarrollo sustentable.

El COSATE y la CSA reafirman su interés y disposición en colaborar con el proceso de definición de la agenda política, prioridades y acciones de la OEA y las próximas Conferencias Interamericanas de Ministros de Trabajo. El  carácter de órgano consultivo permanente deviene en aportes tendientes a lograr  un desarrollo equilibrado de la Declaración y Plan de Acción.
La coyuntura económica regional desde la visión de las y los trabajadores
 Tenemos un escenario global caracterizado  por un aumento de la desigualdad y la exclusión social; una fragmentación de las formas clásicas del trabajo y sus organizaciones; el avance de las telecomunicaciones y de las tecnologías digitales, física y biológica; la financiarización de la economía;  la masiva pérdida de puestos de trabajo y  la precariedad laboral que genera situaciones de trabajadores pobres y sin derechos, para quienes el trabajo ya no es garantía de integración social.
La reciente Conferencia Mundial para la Erradicación Sostenida del Trabajo Infantil  nos muestra mundo a 152 millones de niños en condiciones de trabajo infantil; a 40 millones de personas atrapadas en la esclavitud moderna y  a 25 millones de personas en condiciones de trabajo forzoso. Sumado a ello, encontramos millones de niños  afectados por crisis y conflictos, incluyendo a niños soldados y a los que están sometidos a la trata. 
Existen  71 millones de jóvenes, con edades entre 15 y 24 años,  que están desempleados y 156 millones de trabajadores jóvenes viven y trabajan en la pobreza.
Estamos viviendo una dramática tensión entre los incentivos económicos y tecnológicos crecientes que tienden a una concentración de la riqueza y la negación sistemática al derecho natural (humano) a un trabajo digno. 

Por ello, tenemos el desafío de armonizar el crecimiento y el desarrollo tecnológico con la transición justa. 

Los trabajadores aspiramos a alcanzar una modernidad con igualdad de oportunidades, progreso y justicia social para todos. 

La región ha presentado en los últimos años un contexto económico, social y político complejo que desafía la capacidad del movimiento sindical y  nos exige  fortalecer nuestras  estrategias presentes y futuras.

Uno de los principales desafíos se refiere a lucha por la democracia. En el contexto de los principios de la solidaridad y la cooperación interamericanas consagrados en la Carta de la OEA, la Carta Democrática Interamericana y la Carta Social de las Américas, afirmamos que la democracia y el pleno ejercicio de los derechos sociales y humanos se han convertido en un obstáculo para la actual dinámica del capital. 

Con participación activa del movimiento sindical y de diferentes actores de la sociedad civil, debemos luchar por ampliar los espacios de debate y de decisión, así como los mecanismos de participación de la ciudadanía.  
Reafirmamos nuestra visión que la democracia en nuestro hemisferio está siendo asediada y manipulada por los viejos y nuevos poderes fácticos de los sectores conservadores, que han cambiado  las estrategias utilizadas por nuevos esquemas. 

En este escenario, el movimiento sindical hemisférico reafirma su posición como activo actor social y político de la democracia. En conjunto con otras organizaciones de la sociedad civil y movimientos sociales, somos soporte que garantiza la real participación ciudadana en las decisiones que afectan a la sociedad.
En este sentido, defendemos los derechos sindicales y laborales como derechos humanos que mantienen una relación de interdependencia con los demás derechos humanos, entre ellos los derechos civiles y políticos (en esa línea, resaltamos la Resolución sobre los derechos sindicales y su relación con las libertades civiles, adoptada por la OIT).  Por esto, garantizar el  pleno ejercicio de los derechos sindicales es el principal pilar para un modelo alternativo de desarrollo en todos los países de nuestro hemisferio. 
En las Américas las/os trabajadoras/es del campo y la ciudad y las organizaciones sindicales enfrentamos una crisis latente de reconocimiento por parte de los poderes institucionales y fácticos. Seguimos siendo una de las regiones más peligrosas para el ejercicio de la libertad sindical. En la mayoría de los países de la región se sigue discriminando, persiguiendo, encarcelando y asesinando a las/os sindicalistas. 

Las legislaciones laborales alineadas a las políticas neoliberales obstaculizan la organización y actividad sindical.  Por esto, colectivamente, es fundamental que la XX CIMT priorice la defensa del   derecho de las/os trabajadores a organizarse y elegir la  estructura y forma de representación más efectiva frente a los empleadores, garantizándose la organización sindical y representación directa en el lugar de trabajo.

Ya hemos expresado que se venían presentando transformaciones negativas para nuestros intereses y derechos y con  posibles pérdidas de  legítimas aspiraciones y conquistas. Hoy las  leyes ya aprobadas y los proyectos de reformas  laborales y de reformas  de la seguridad social  en algunos de nuestros países nos dan la razón.
Las organizaciones sindicales mediante el diálogo social somos actores claves  para promover la inclusión y  la construcción de una sociedad justa, inclusiva y participativa con un desarrollo  integral, sustentable y solidario  que coloque en un lugar central a la persona humana y al trabajo digno.

Como se ha mencionado en todos los debates a nivel regional,  internacional e incluso locales, se plantea  la incertidumbre ante el futuro del trabajo. 
 No sabemos si este mundo que se nos presenta como de productividad digital, tecnología y robótica nos permitirá construir una sociedad más justa para el presente y para el futuro. 
La globalización equitativa con justicia social está en peligro. Los cambios tecnológicos, las transformaciones en los modos de producir y la influencia extrema del sistema financiero con su consecuencia en la insistencia de políticas de ajuste estructurales y la desregulación laboral han generado fuertes asimetrías entre los países, encontrando solo competitividad en la merma de los derechos para los trabajadores. 
La alternativa de la crisis sistémica que enfrenta el capitalismo en la actualidad es el camino de la sociedad del trabajo y no la subordinación al capital financiero. 
Es la economía real la que revitaliza el empleo.
En definitiva, detrás de las diferentes formas que el mercado  adquiere, estamos discutiendo que modelo de inclusión social necesitamos para garantizar la democracia y la paz social. 

Nosotros, los trabajadores, optamos por un enfoque basado en los derechos.
Creemos que la universalización de la justicia social debe transcender los tiempos políticos y requiere el compromiso de todos. 
Como ya dijimos, no nos sirve la macroeconomía ausente de los pueblos,  las promesas de inversiones, las ingenierías financieras, frente a las necesidades urgentes de los trabajadores y sus familias.
Hoy se evidencia una paulatina degradación de las condiciones laborales, agravándose la situación de los colectivos y grupos vulnerables, en especial los migrantes, las mujeres y los jóvenes cuyo acceso al trabajo formal con derechos es cada vez más dificultoso.
Los trabajadores no aceptamos un mundo donde las desigualdades se profundicen y aumente la concentración de la riqueza y que la única respuesta sea la precarización de las condiciones de trabajo. 
La lucha por la justicia social no se agota en el reclamo por la mejor distribución, requiere el planteo de un nuevo estilo de desarrollo sustentado en un nuevo paradigma.
Un paradigma que incluya el conjunto de las dimensiones de la persona, cuide el medio ambiente y favorezca el desarrollo integral e inclusivo. 
Para los Trabajadores construir un mundo más justo  implica necesariamente el respeto a los derechos humanos consagrados en los instrumentos internacionales de Naciones Unidas, tales como la Declaración Universal sobre Derechos Humanos y en los Convenios de la OIT, sobre todo,  aquellos vinculados a los derechos fundamentales, como la libertad sindical, la negociación colectiva, incluyendo el derecho de huelga con bases sólidas en el dialogo social. 
Reiteramos  la relevancia del dialogo tripartito, respetando los derechos fundamentales en el trabajo, y requerimos nuestra participación en todos  espacios  existentes en los distintos niveles de representación y que las  declaraciones y consignas que ratifican la importancia del dialogo social  por parte de los gobiernos de las Américas que se firman en los contextos internacionales se sostengan y se practiquen  a nivel nacional.
La Justicia Social como pilar para el Desarrollo Sustentable 

La CSA y el COSATE reafirman que la profundización y consolidación de la democracia requiere la participación del conjunto de la sociedad en las decisiones, lo que entre otras cosas fundamenta su protección efectiva de la violencia, de la guerra, del militarismo y de la criminalidad. 
Los diferentes Estados nacionales deben actuar concretamente por la promoción de la justicia social y de la libertad sindical, asegurar la igualdad entre géneros, grupos generacionales y étnicos e incidir para la superación de las desigualdades y de las asimetrías.
El presente escenario de crisis económica coloca desafíos aún mayores para impulsar un auténtico desarrollo, ejercido de forma tal,  que responda equitativamente a las necesidades de las generaciones presentes y futuras, con justicia social y aumentos de la participación del salario en la renta nacional. En el mismo sentido, afirmamos que es necesario un financiamiento sustentable que garantice la seguridad social con justicia social. Demandamos el establecimiento de porcentajes de los Presupuestos Nacionales de cada país destinados a la protección social. Pretendemos desterrar  los modelos fundados en la capitalización individualista, el lucro privado y la especulación financiera; como así también creemos necesario establecer  fuentes de financiación tripartita adecuadas con recursos del Estado, impuestos progresivos al capital y a las grandes rentas, y contribuciones de empleadores y trabajadores.
La única salida sustentable es avanzar en reformas estructurales de acceso e igualdad de oportunidades en los servicios sociales y negociaciones colectivas que garanticen el crecimiento de la masa salarial como proporción del ingreso nacional, es decir redistribución primaria del ingreso. No es posible una política social sustentable sin aumentar los niveles de trabajo decente para todas y todos, y de los ingresos de las familias.

El Derecho al trabajo decente, con igualdad entre géneros, etnias y generaciones, sin discriminación por discapacidad, orientación o identidad sexual, constituye el centro de la estrategia de desarrollo sustentable en las Américas y es uno de los componentes fundamentales para la superación del modelo neoliberal.

Es una prioridad el combate al trabajo informal, y a la precarización, especialmente cuando surge de procesos de tercerización (subcontratación y trabajo “por agencia”). 

Es prioritario también la erradicación del trabajo infantil, la abolición del trabajo forzoso y toda forma de trabajo en condiciones análogas al trabajo esclavo y la trata de personas. 

Los Estados deben ser garantes de la legalidad, la promoción y protección de las normas fundamentales del trabajo e intervenir en los períodos de crisis social o frente a fenómenos naturales extremos para que se proteja a las y los trabajadores y a sus familias. 

Otro elemento es la acción por la juventud trabajadora: la búsqueda de soluciones para garantizar el  acceso a un primer empleo con trabajo decente, debe ser una prioridad para los Estados. El movimiento sindical y la juventud son sujetos claves en la incidencia de las políticas públicas de empleo en cada país.

En nuestra región de las Américas, la precariedad laboral y la cuestión social de los jóvenes, ocupan el centro de gravedad de la cuestión social.

La vida de los jóvenes parece siempre suspendida de un futuro imprevisible. Todo sucede como si la flexibilidad del mercado de trabajo exigiera que los jóvenes estuvieran mayoritariamente predestinados a condiciones salariales y laborales  precarias, con riesgo de vivir durante un largo tiempo en situación de vulnerabilidad.

Modelo de desarrollo sustentable

Para nosotros, COSATE y CSA  está claro que el modelo de desarrollo sustentable debe ser construido  por los pueblos y no  que sean las corporaciones y las empresas transnacionales quienes fijen el rumbo social y político en el continente. 
Abogamos por el establecimiento de un nuevo orden financiero internacional que contemple el uso de fondos soberanos y de pensiones, así como un nuevo patrón de divisas, que permitan el desarrollo sustentable e incluyente. 
Demandamos una política ambiental para enfrentar las asimetrías entre países y hacia el interior de ellos. Ratificamos el principio de responsabilidades comunes pero diferenciadas, que establece que los países del norte más desarrollados y más contaminantes, tienen mayores obligaciones con relación a la reducción de sus emisiones de  contaminantes que los países menos desarrollados del sur. Las diferentes capacidades son la piedra angular de un nuevo régimen internacional de cambio climático y afirmamos que una transición justa es indispensable para asegurar el desarrollo sustentable.

Afirmamos que  ningún grupo de personas, pueblo o nación debe soportar una cuota desproporcionada de las consecuencias ambientales negativas del actual modelo de desarrollo. Demandamos una política ambiental para enfrentar las asimetrías tanto a nivel nacional, entre clases sociales, como a nivel internacional, entre las naciones del Norte y del Sur.

En el mismo sentido, demandamos por inversiones urgentes y consistentes para un desarrollo a largo plazo de aquellos sectores económicos sostenibles y de bajas emisiones, con el objetivo de generar trabajo decente, dialogo social y consulta democrática de las partes interesadas.

Para enfrentar los desafíos del Cambio Climático y sus consecuencias para la región, demandamos la creación de agendas de transición justa a nivel global, regional y nacional. Establecer contenidos de protección social en los programas de transición justa comunes para toda la población trabajadora, garantizando el trabajo decente para la región. 
Defendemos que tenga lugar una transferencia real de tecnología con impacto en el proceso de cambio climático. La transferencia de tecnología debe ser efectiva en pos del desarrollo sustentable de los países receptores. Las patentes no pueden ser un impedimento para ello y, a su vez, la tecnología transferida no pude generar dependencia, ni deuda externa.

La noción de Desarrollo Sustentable aparece como una de las alternativas que se enfrenta a la matriz de pensamiento neoliberal; una forma de comprender y organizar los aspectos esenciales de la vida social desde una nueva lógica; una respuesta construida por y para las mayorías populares. Las condiciones están dadas para el lanzamiento de una nueva agenda del desarrollo sustentable para la autodeterminación de los pueblos y de los Estados.

Desde el COSATE y de la CSA reafirmamos la visión del Desarrollo se construye desde nuestra opción sindical basada en los pilares del trabajo decente; la distribución de la riqueza; la democracia participativa; la igualdad entre géneros; la protección e inclusión social de todas las personas, inter-generacional y ambiental, integrando así las dimensiones económica, social, ambiental y política. 

Reafirmamos la Plataforma de Desarrollo de las Américas (PLADA) como formulación política para la construcción de verdaderas democracias, con justicia social y pleno respeto al ejercicio de la libertad sindical, con desarrollo social inclusivo, ambiental y económicamente sustentable.

Defendemos las democracias y el estado de derecho en nuestros países, y requerimos una solución pacífica y con transparencia   al convulsionado proceso eleccionario en Honduras que hoy llena de incertidumbre al pueblo Hermano. 
Los trabajadores pretendemos alcanzar  una modernidad con igualdad de oportunidades para todos,  con progreso y justicia social, más allá que sea medible en términos de bienes y servicios o en innovaciones tecnológicas. 
Tenemos el desafío de armonizar el crecimiento y el desarrollo  tecnológico con la transición justa.

Sin duda, el dialogo tripartito debe garantizar la universalidad de la justicia social.

Se trata de profundizar las experiencias democráticas en la línea de la participación efectiva y comprometida.

Definimos  estrategias sindicales amplias que, sin menoscabo de la defensa de los derechos y la búsqueda de soluciones para las necesidades reales de los trabajadores que representan,  asuman la responsabilidad de ser actores protagónicos para la inclusión y promoción humana

Defendemos las libertades sindicales que son presupuestos necesarios  para la convivencia democrática y la construcción de una agenda inclusiva y propositiva.

Los sindicatos nos comprometemos en la lucha contra la corrupción pública y privada que destruye toda alternativa de institucionalidad, afecta la convivencia y sumerge a los pueblos y naciones en la miseria moral y material.

Ratificamos la importancia de consolidar la representatividad sindical con propuestas innovadoras que contemplen nuevas formas de participación y organización favoreciendo el cambio generacional y la elaboración de estrategias que incluyan mayores competencias para confrontar el escenario global actual y volverse un actor decisivo en la gobernanza de los procesos tendientes al desarrollo sustentable con equidad.

Para concluir, expresamos que:

Hacemos votos para que la OEA a partir de la nueva etapa iniciada otorgue mayor impulso y dinamismo a las temáticas de la CIMT con la articulación e integración de todas las áreas de la organización para mayor efectividad de la Declaración que se adopte en Bridgetown - Barbados y su Plan de Acción.

Requerimos la garantía de participación de COSATE en todas las actividades con el compromiso de la OEA-CIMT y de los gobiernos nacionales de garantizar la asignación de los recursos para la participación efectiva de sus miembros, en las conferencias, entre conferencias y en todas las actividades convocadas por la OEA.

Solicitamos profundizar en el espacio de incidencia en la CIMT-RIAL con mayores posibilidades de avanzar en la agenda concreta sobre los derechos sindicales, en la región y en los países con participación de COSATE. Ratificación e implementación de los Convenios OIT  87, 98,  135, 151 y 154. 
Priorizamos nuestra Campaña Continental sobre Libertad Sindical, Negociación Colectiva y Autorreforma Sindical, para generar respuestas frente a los gobiernos, operadores de justicia y otros ámbitos institucionales, privilegiando el respeto al Derecho de movilización y de Huelga.

 
Sostenemos el tratamiento en la agenda de la CIMT la cuestión del derecho a la seguridad social, la protección de los migrantes, el combate a todas las formas de discriminación en el empleo y políticas integradas para mujeres y jóvenes, la erradicación del trabajo infantil y la abolición del trabajo forzoso.

Requerimos impulsar el desarrollo e implementación de  campañas y acciones en la región contra la violencia hacia las mujeres. 

Fortalecemos nuestra lucha contra todas las prácticas de precarización laboral como: la tercerización, la subcontratación,  los contratos de protección laboral, las cooperativas de trabajo asociado y el solidarismo, entre otras.

En esta XX Conferencia tenemos una oportunidad de conciliar posiciones y lograr directrices de consenso con acciones medibles y concretas en el marco de la agenda de trabajo decente y del punto 8.7 de los ODS, invitando a los pueblos de nuestro continente  a acompañar esta posición de las y los trabajadores de las Américas.
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